
Los siguientes artículos son el preprint previo al proceso final de revisión de estilo, maquetación 
y versión final con todas las correcciones. Pero antes de que pasen a dicho proceso y luego de 

haber pasado por la revisión de los editores, el comité científico y editorial, además de su 
revisión por pares doble ciego, se procede a colocarlos a disposición del público en general, 
especialmente dirigido a la comunidad científica, para que haga observaciones finales a los 

artículos, atendiendo la apuesta de la revista de mantener la ciencia abierta y por tanto la 
revisión abierta luego de pares, razón por la cual podrán realizar sus observaciones al correo: 

editor.ratiojuris@unaula.edu.co indicando el nombre del artículo, pagina, y párrafo o texto que 
deba ser revisado. 

  

mailto:editor.ratiojuris@unaula.edu.co


Tipo de artículo: de investigación 

Regulación de la producción de peces ornamentales y sus efectos excluyente en la 
agricultura familiar en Minas Gerais, Brasil 

Regulamentação da produção de peixes ornamentais e seus efeitos excludentes na 
agricultura familiar em Minas Gerais, Brasil. 

Regulation of ornamental fish production and its effects on family farming in Minas 
Gerais, Brazil 

Homero Chiaraba1 
Matheus Anchieta Ramirez2 
Alan Figueiredo de Oliveira3 

Luana Teixeira Lopes4 
Gustavo Henrique Silva Camargo5 
Daniela Chemim de Melo Hoyos6 

Recibido: 5 de julio de 2021– Aceptado: 26 de agosto de 2021- Publicado 30 de noviembre de 2021 
DOI: 

Resumen: Este trabajo investiga las interrelaciones entre la regulación y los aspectos económicos y 
ambientales. Estado en una comunidad de agricultores familiares en la región conocida como Zona da 
Mata Mineira, en el estado brasileño de Minas Gerais. El estudio es producto de una actividad de 
extensión realizada entre 2016 y 2018, y tuvo como objetivo asesorar a los pequeños productores en el 
proceso de adecuación legal de la producción. Durante el período se realizaron cerca de cinco reuniones 
entre investigadores y comuneros, en las que se analizaron las dificultades encontradas por los pequeños 
productores en relación con el referido proceso. Las experiencias reportadas fueron confrontadas con el 
régimen legal regulatorio para la actividad acuícola en Brasil, tomando como categorías de análisis los 
atributos de normatividad y facticidad del sistema legal. Se concluyó que la regulación ambiental en el 
área de la acuicultura en Brasil, diseñada para grandes productores, carga de manera desproporcionada a 
los pequeños productores, generando un desequilibrio económico injustificado. Como aporte a la teoría, 
se propone, en definitiva, la formulación de un concepto de regulación jurídica inclusiva, cuyos rasgos 
distintivos incluyen la participación social y la promoción de la alfabetización jurídica como derecho 
fundamental. 

Keywords: Derecho ambiental; Acuicultura; Peces ornamentales; Alfabetización jurídica. 

Abstract: The goal of this paper is to investigate the interrelationships between regulation and economic 
and environmental, proposing as a question the performance of the Brazilian State in a community of 
family farmers in the region known as Zona da Mata Mineira, in the Brazilian State of Minas Gerais. The 
study is the product of a university extension activity carried out between the years 2016 and 2018, and 
aimed to assist small producers in the process of legally adapting production. During the period, about 
five meetings were held between researchers and community members, in which the difficulties 
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encountered by small producers in relation to the said process. The reported experiences were analyzed 
under the legal design of the regulatory regime of aquaculture activity in Brazil, taking as categories of 
analysis the attributes of normativity and facticity of the legal system. It was concluded that 
environmental regulation of the aquaculture activity in Brazil was designed for large producers, which has 
implied disproportionately burdens to small producers, generating an unjustified economic imbalance. As 
a contribution to the theory, it is proposed, at the end, the formulation of a concept of inclusive legal 
regulation, whose distinctive notes include social participation and the promotion of legal literacy as a 
fundamental right. 
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Introducción 

La regulación estatal de una determinada actividad económica es necesaria al menos en 

dos contextos: ya sea para evitar una situación de desequilibrio que dé lugar a una competencia 

desleal; o para evitar que una actividad que potencialmente tenga un impacto en el medio 

ambiente cause un daño ambiental significativo e irreparable. En Brasil, esta doble competencia 

regulatoria, ambiental y económica, puede verse en los artículos 170 y 225 de la Constitución 

Federal. En el primero, el texto constitucional fundamenta el orden económico, basado, entre 

otros valores, en la función social de la propiedad, en la libre competencia y en la reducción de 

las desigualdades sociales y regionales. En el segundo, se organiza la denominada constitución 

ambiental, que impone al Estado el deber de preservar el medio ambiente para las generaciones 

presentes y futuras, a través de instrumentos como las políticas ambientales y el licenciamiento 

ambiental. La producción de peces ornamentales para la afición del acuario es una actividad 

sujeta a esta doble regulación, en Brasil. 

 

La producción y el comercio de peces ornamentales para el pasatiempo del acuario es un 

mercado multimillonario. Aunque no se dispone de datos actualizados, el último informe de 

GLOBEFISH(que significa y bibliografía y cita?) - un proyecto para monitorear el mercado 

mundial de pescado de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 

Alimentación (FAO) - indica que en la década entre 2000 y 2011 aproximadamente se manejaron 

US$ 372 millones en exportaciones. Según datos de ese informe, en 2011 Brasil no ocupó un 



lugar destacado entre los exportadores e importadores mundiales, aunque figuraba, junto a Perú, 

como el principal exportador de América del Sur. Lo que no significa, sin embargo, la 

irrelevancia de la actividad en el escenario brasileño. 

 

Una característica que parece repetirse en diferentes países en la lonja de peces 

ornamentales es el papel que juegan las pequeñas empresas y las organizaciones familiares en la 

cadena productiva. Este es el caso de países que figuran como principales exportadores: 

Singapur, República Checa, algunas localidades de Estados Unidos (Moticini, 2010), y mismo en 

países sin mucha participación en el mercado internacional, como el caso de India (Ghosh, 

Mahapatra & Datta, 2003) o Mozambique (Whittington, Pereira, Gonçalves & Costa, 2000). En 

Brasil, el escenario no es diferente. A pesar de la falta de datos públicos abiertos a nivel federal 

sobre la participación de la acuicultura familiar en la producción y comercialización de peces 

ornamentales, se han dedicado varios estudios a investigar el papel del pequeño productor (Chao, 

Prang & Petry, 2001; Souza & Mendonça, 2010; Silva, 2014; Bueno, 2014; Silva & Matos, 

2016; Sobreiro, 2016; Lugo-Carvajal, 2016; Faria, 2018; Silva, 2019;) y, en consecuencia, la 

relevancia de la actividad como generadora de ingresos para agricultores familiares (Magalhães 

& Jacobi, 2010; Carneiro & Souza, 2011; Ferreira et all., 2017; Gusmão, 2015; Bosisio et al., 

2017; Ribeiro Júnior et al., 2018; Arauto et al., 2018). La Zona da Mata de Minas Gerais se 

destaca como un importante centro para la producción de peces ornamentales, en este contexto, 

donde la acuicultura familiar ocupa un lugar importante.  

 

La Zona da Mata Mineira es uno de los principales centros de producción de peces 

ornamentales en el país, en el que se destaca la prevalencia de pequeños productores (Cardoso, 

2011; Cardoso et al., 2011; Santos et al. 2017). Los desafíos que enfrenta esta producción, sin 

embargo, cuestionan el papel regulador que se espera del Estado brasileño. Por un lado, la 

acuicultura, aunque a pequeña escala, es una actividad que potencialmente causa un impacto 

ambiental, estando sujeta a las reglas del art. 225 de la Constitución brasileña. Magalhães y 

Jacobi (2010) y Mendonça y Thomé (2019) llaman la atención sobre el impacto ambiental que la 

introducción de especies exógenas ha causado en la fauna de la región.  

 



Por otro lado, como señalan Magalhães y Jacobi (2010) la actividad de los pequeños 

productores acuícolas se encuentra devaluada, ya sea por la acción de intermediarios, por el 

desconocimiento o falta de conocimientos técnicos o por falta de asistencia para la solicitud de 

licencia ambiental. Forzada a la informalidad, la acuicultura familiar de peces ornamentales en la 

Zona da Mata Mineira - una actividad con potencial de desarrollo sostenible - comienza a 

reproducir una lógica que, lamentablemente, ha marcado las relaciones en el campo en Brasil: 

exclusión, criminalización y reproducción de desigualdades . El objetivo de este estudio es 

analizar la regulación ambiental estatal de una comunidad acuícola familiar, a partir de la 

percepción de los acuicultores involucrados en un proyecto de extensión rural realizado por el 

Grupo de Estudio de Agricultura Familiar (GEAF) de la Facultad de Veterinaria de la 

Universidad Federal de Minas General, con el fin de evaluar los impactos en la producción local. 

A partir del análisis realizado, se espera construir propuestas para la mejora de la actividad 

reguladora del Estado en la actividad en cuestión.  

 

Metodología  

 

Para el desarrollo del trabajo se utilizaron datos de campo recolectados a través de 

actividades de extensión universitaria, realizado con una comunidad de agricultura familiar 

dedicada a la producción de peces ornamentales en un municipio de la Zona da Mata Mineira, 

entre los años de 2016 y 2018. Se decidió no identificar el municipio o la comunidad ya que los 

productores no llegaron a la formalización de los proyectos y están sujetos a inspección y 

sanción mediante multas. Siendo este un requisito impuesto por la comunidad para autorizar 

elaboraciones académicas basadas en la experiencia aquí reportada. Por lo tanto, en este trabajo 

se hace referencia a la comunidad solo como “una comunidad de piscicultura / acuicultura en la 

Zona da Mata Mineira”. La Zona da Mata Mineira fue elegida como escenario para este análisis 

por ser uno de los centros de producción de peces ornamentales más importantes del país. La 

discusión de los impactos de los requisitos para formalizar proyectos en esta región puede, en 

gran medida, extenderse a otras regiones del país. Las actividades de campo, fuentes de datos 

para el análisis, se realizaron a través de reuniones comunitarias, visitas a predios y trabajo de 

asistencia técnica con productores, siguiendo la metodología propuesta por AUTOR (2011) para 

el desarrollo de actividades de Extensión Rural con comunidades de Agricultura Familiar. 



 

La comunidad está conformada por doce propiedades que se dedican a la producción de 

peces ornamentales. La producción semanal de la comunidad se estima en 24.000 peces con un 

ingreso aproximado de 28,8 mil reales. Todas las propiedades pueden considerarse pequeñas, al 

tener menos de un módulo fiscal, también son fincas familiares. 

 

Producción de peces ornamentales y agricultura familiar  

Gran parte de la producción de peces ornamentales en Brasil proviene de la agricultura 

familiar. Este, que se configura como un sector social excluido del medio rural, con acceso 

marginal y precario a la propiedad de la tierra, puede ser considerado víctima de la mala 

distribución de la tierra. En datos oficiales de 2006, las pequeñas propiedades representan el 85% 

del total, aunque ocupan solo el 24% de toda la tierra cultivable (IBGE, 2006) - hay poca 

evidencia para creer que esta realidad haya cambiado. Grupo excluido de los beneficios de las 

políticas de modernización agrícola en Brasil, con dificultades de acceso a tecnologías y 

restricciones en el alcance de la asistencia técnica y extensión rural, los piscicultores familiares  

están en desventaja en relación a la obtención de crédito rural y otras formas de incentivos y 

subsidios que brinda el Estado. Así, la producción familiar de peces ornamentales puede 

caracterizarse por pequeña propiedad, pequeño volumen producido en cada unidad de 

producción, pequeños ingresos y poca inversión en tecnología (AUTOR, 2018; Cardoso et al, 

2012). 

Al hablar de la producción de peces ornamentales en la Agricultura Familiar, se debe 

tener en cuenta que estos sistemas se desarrollan a partir del conocimiento campesino:  en la 

mayor parte, estos son sistemas alternativos en mayor armonía con el medio ambiente y con un 

uso más racional de los recursos naturales (AUTOR, 2018). También se debe tener en cuenta el 

vínculo con los mercados y las estrategias internas de los grupos familiares, siendo la actividad 

una forma importante de diversificar las entradas de ingresos (Cardoso et al, 2012). Así, existen 

sistemas con un bajo nivel tecnológico, lo que se traduce en poco uso de insumos, poca 

contaminación ambiental, pequeño volumen producido y una importante fuente de 

diversificación de ingresos para estas comunidades. Sin embargo, cabe señalar que este perfil de 

propiedad representa la mayor fracción de la oferta de peces ornamentales en el mercado 

brasileño. 



Guiados por la lógica modernizadora de la difusión de las innovaciones tecnológicas, las 

producciones académicas sobre el mercado de peces ornamentales son escasas en el tema de la 

producción familiar. El tema suele aparecer de manera incidental en estudios que proponen 

investigar arreglos productivos locales de piscicultura ornamental (Araújo et al., 2018; Gusmão, 

2015; Ferreira et al., 2017). Por lo tanto, existe poca información sobre los aspectos ambientales, 

sociales, culturales y de mercado relacionados con la producción de peces ornamentales por parte 

de estos productores. Esta falta de información afecta la formulación de reglamentos y 

resoluciones en materia de licenciamiento ambiental y regularización de proyectos.  

 

Hay que tener en cuenta que las leyes altamente específicas, además de las cuestiones 

relativas al juego político, se elaboran a partir de producciones técnico-científicas. Si no se 

identifican las formas de producción en la agricultura familiar, con sus particularidades, no son 

capaces los expertos de aprehender y proponer normativas capaces de contemplar la diversidad 

productiva del medio rural. Dado que la información publicada favorece a las grandes empresas, 

entendidas como agronegocios (Igarashi et al 2004; Ribeiro et al, 2008), es previsible que la 

legislación basada en esta lógica de producción científica también se oriente a atender las 

particularidades de esos productores. Esto se traduce en la construcción de una legislación que se 

adhiere al modelo agroindustrial, pero que desconoce la condición de otros segmentos del mundo 

rural. En los últimos años ha surgido cierto interés en el tema, como los estudios realizados por 

Carneiro y Souza (2011) y por Bosisio et al. (2017). Este movimiento está todavía en pañales, sin 

embargo, para brindar una expectativa de cambios sustanciales en el estado del arte y, sobre 

todo, que se reflejen en mejoras en el marco normativo. 

 

EL PROCESO DE FORMALIZACIÓN DE CULTIVOS DE PECES PARA LA PRODUCCIÓN 
DE PECES ORNAMENTALES Y SUS RETOS 

 

La regularización de las empresas dedicadas a la producción de peces ornamentales se 

realiza a través de ritos similares a los de otras especies de propiedades rurales en Brasil, con 

énfasis en la autorización para el uso del agua y licencias ambientales. Dado que las áreas 

explotadas por la agricultura familiar y el impacto ambiental potencial de la actividad derivada 

de ellas son previsiblemente pequeños, estas propiedades caen bajo versiones simplificadas de 



estos ritos, incluido el procesamiento virtual de las peticiones. Este factor potencialmente 

incluyente se convierte, en ciertas ocasiones, en un obstáculo más para la formalización en la 

comunidad escuchada, debido a la falta de alfabetización de sus miembros. Sin embargo, este no 

es el peor problema. 

Muchas pequeñas propiedades familiares en Brasil no pueden, al menos, ejercer su 

derecho de petición. Esto se debe a que, según datos del IBGE (2006), alrededor del 20% de los 

agricultores familiares en Brasil no tienen lo que el Código Civil brasileño (art. 1208) lo define 

como “posesióm justa de la tierra”. Este porcentaje aumenta en los estratos donde el tamaño de 

la tierra es menor. Por lo tanto, no se puede omitir el hecho de que el Estado brasileño no brinda 

un acceso justo a la tierra, ya sea por la falta de tiempo para formas de distribución equitativa de 

la tierra, o por su tímida acción en el proceso de regularización de la tenencia precaria de la tierra 

por parte del campesinado. Muchos pequeños piscicultores terminan sin poder buscar la 

regularización porque están incluidos en este porcentaje de la población rural condenada a vivir 

bajo la inseguridad jurídica de la marginación forzada. El proceso de licenciamiento ambiental 

para la acuicultura en la Zona da Mata Mineira está regulado por un amplio marco regulatorio, 

que incluye la Constitución Federal brasileña (CF), la Ley Complementaria 140 (una especie de 

ley "casi constitucional" en el sistema legal brasileño), algunas leyes ordinarias, y otros actos 

normativos infralegales emitidos principalmente por el Consejo del Sistema Nacional del 

Ambiente (CONAMA) - el organismo regulador central del Sistema Nacional del Ambiente - y, 

en el caso de Minas Gerais, por el Consejo Regional de Política Ambiental (COPAM). El 

principal instrumento que deben conocer los agricultores al momento de la legalización es la 

Resolución CONAMA No. 413/09, modificada por la Resolución No. 459/2013.  

 

Además de la legislación federal, existe una legislación regional que también debe ser 

observada, debido al régimen jurisdiccional en materia ambiental adoptado por el federalismo 

brasileño. Este régimen se caracteriza por una competencia concurrente en el ámbito legislativo 

(art. 21 del CF) y común en el ámbito administrativo (art. 23 del CF). Así, además de una serie 

de reglamentos administrativos emitidos por la autoridad ambiental estatal y municipal, los 

piscicultores eventualmente también están sujetos a la legislación estatal, elaborada a través de la 

delegación de poderes legislativos. Este es el caso, por ejemplo, de la concesión del derecho de 

uso de los recursos hídricos, acto administrativo establecido por la Ley 9.433 / 97 (ley federal). 



Esta donación es un instrumento a través del cual el Gobierno tiene como objetivo asegurar el 

control cuantitativo y cualitativo de los usos del agua y el ejercicio efectivo de los derechos de 

acceso al agua (art. 11). Esta subvención es impuesta por ley en situaciones en las que, en 

general, el uso de los recursos hídricos tiene un impacto potencial en el régimen hídrico7.  

 

El órgano competente para el otorgamiento de la concesión será siempre la Unión, o los 

Estados o el Distrito Federal (según la jurisdicción sobre el cuerpo de agua de que se trate). En el 

caso de Zona da Mata Mineira, en la mayoría de los casos el otorgamiento de la concesión es 

responsabilidad de la entidad estatal. En el momento de la ejecución del proyecto de ampliación 

que dio origen a esta investigación, el organismo encargado de otorgarlo era la Superintendencia 

Regional de Medio Ambiente (SUPRAM). Actualmente, de acuerdo con la Ley Estatal N ° 

21.972 y el Decreto Estatal N ° 47.042 / 2016, modificado por el Decreto Estatal N ° 7.866 / 

2020, el organismo encargado de otorgar la concesión es el Instituto de Gestión del Agua de 

Minas Gerais (IGAM), que ejerce la autoridad. a través de las Unidades Regionales de Gestión 

del Agua.   

 

La Ley 9433 establece la reserva (art. 11) de que los pequeños usos, tales como 

derivaciones, colectas, vertidos y acumulaciones de efluentes considerados insignificantes, así 

como el uso para satisfacer las necesidades de pequeños núcleos de población distribuidos en 

zonas rurales no dependen de la subvención. . La ley es deliberadamente vaga y deja en manos 

de la regulación ejecutiva el establecimiento de criterios para la exención de la subvención. En el 

Estado de Minas Gerais, estos criterios se encuentran actualmente definidos en la Ordenanza 

IGAM 48/20198. La mayoría de las empresas familiares de acuicultura de peces ornamentales 

 
7 son las situaciones previstas por la ley 9.433 / 97 (art.12): derivación o extracción de una porción del agua 
existente en un masa de agua para consumo final, incluido el suministro público, o insumo para el proceso de 
producción; extracción de agua del agua petróleo subterráneo para consumo final o insumo al proceso productivo; 
vertido en un cuerpo de aguas residuales y otros residuos líquidos o gaseosos, tratados o no, con el propósito de su 
dilución, transporte o disposición final; IV - aprovechamiento de potenciales hidroeléctricos; otros usos que alteren 
el régimen, la cantidad o la calidad del agua en una masa de agua. 
8 Según la Ordenanza IGAM 48/2019, art. 36, se encuentran los siguientes casos de renuncia a la concesión, dejando 
la necesidad de registrar la actividad en la agencia: Art. 36 - Están exentos de obtener la concesión del derecho de 
uso de los recursos hídricos, sin embargo sujetos al registro en el IGAM: las acumulaciones , derivaciones, capturas 
y liberaciones de efluentes considerados insignificantes; el aprovechamiento de los recursos hídricos para atender las 
necesidades de pequeños núcleos de población distribuidos en zonas rurales; cruces sobre cuerpos de agua, como 
pasarelas, oleoductos y puentes, que no alteren el régimen fluvial durante un período de crecida con un tiempo 
mínimo de recurrencia de 50 años; cruces de cables y conductos, de cualquier tipo, instalados en estructuras de 



quedan exentas de conceder el uso de los recursos hídricos por entrar en la categoría de uso 

insignificante. Por tanto, una acreditación ante el IGAM (en el momento de la investigación, con 

SUPRAM) es suficiente. 

Una vez finalizada la etapa de solicitud de subvención o exención por parte del pequeño 

productor, se inicia el propio trámite de licenciamiento ambiental. El productor, entonces, puede 

enfrentarse a tres situaciones: el procedimiento ordinario de licencia ambiental, la licencia 

ambiental por el procedimiento simplificado o la renuncia a la licencia. La mayoría de los 

sistemas familiares para la producción de peces ornamentales en la región estudiada encajan en 

estos dos últimos casos, prevaleciendo propiedades menores a 2 hectáreas de área inundada. 

 

El licenciamiento ambiental de la acuicultura tiene su propio reglamento, actualmente 

otorgado por la Resolución CONAMA 413/2009. Los proyectos de acuicultura se dividen en 

nueve clases, que combinan el tamaño del proyecto y la gravedad potencial de la especie. Para 

que la empresa califique para el procedimiento de licencia simplificado, debe ser pequeña o 

mediana con un potencial de gravedad bajo. Las piscifactorías de pequeño tamaño se excavan en 

menos de cinco hectáreas, o en tanques de red o revestidos, con un volumen inferior a 1000 m³. 

Las pequeñas empresas con bajo potencial de severidad, por otro lado, se encuadran en un caso 

más específico (PB), que es la concesión de licencias ambientales simplificadas con una única 

licencia ambiental. Si bien los criterios base los define la agencia federal, la regulación estatal 

tiene una especial relevancia en este punto.  

 

Lo anterior se debe a que, de acuerdo con la Resolución CONAMA 413/09, corresponde 

al organismo responsable del licenciamiento definir los casos de exención del licenciamiento. 

Por lo tanto, la Deliberación Normativa COPAM No. 217/2017 complementa la regulación 

federal que define los proyectos de acuicultura a pequeña escala (excepto los tanques de red) 

entre 2 y 5 hectáreas de área inundada. Esto significa que los proyectos por debajo de este límite 
 

puentes y rellenos sanitarios, siempre que estas instalaciones no den lugar a una reducción de la capacidad máxima 
de la sección de flujo del cruce existente; cruces subterráneos de cables, conductos, túneles y similares, construidos 
bajo cursos de agua; alcantarillas que sirvan de cruces o que formen parte del sistema de desagüe de la carretera o 
ferrocarril, con la finalidad de que el agua circule libremente; dragado para la eliminación de diferentes materiales 
de cuerpos de agua, excepto con fines de extracción de minerales; contención de taludes con fines de control de la 
erosión, para mantener la sección original del curso de agua, con una extensión máxima de 50 (cincuenta) metros; 
pozos de monitoreo de aguas subterráneas, aislados o insertados en un programa específico de monitoreo de aguas 
subterráneas. 
  



no se clasifican, a los efectos de la legislación, como posibles causantes de impacto ambiental y, 

por lo tanto, están exentos del procedimiento de autorización, situación en la que se incluyen 

todos los participantes de la investigación. En este caso, incluso si están exentos del proceso de 

licenciamiento, los productores están sujetos a registro con la agencia ambiental estatal 

(SUPRAM al momento de la encuesta, pero actualmente bajo la responsabilidad del IGAM). Al 

recibir la exención de licencia, el productor debe presentar documentos de identificación 

personal así como la Declaración de Aptitud ante el Pronaf (DAP), que requiere una nueva ronda 

burocrática para los pequeños productores acuícolas, de acuerdo con la ley 11.326 del 24 de julio 

de 2006. 

 

Otro requisito legal de suma importancia en el proceso de formalización de la acuicultura 

es la inscripción de la acuicultura en el Registro General de Actividad Pesquera (RGP). La Ley 

11.595 / 2009 - Ley General de Pesca determina que el registro en el RGP es un requisito previo 

para obtener una concesión, permiso, autorización y licencia en materias relacionadas con el 

ejercicio de las actividades pesqueras. Un hecho que se destaca en este tema: la ley impone la 

obligación de registrarse en el RGP a los pescadores y embarcaciones pesqueras, pero no dice 

nada sobre los acuicultores. Dicha determinación es responsabilidad exclusiva del Decreto 

8.245/2015, que regula la ley. Considerando que la ley es muy específica al distinguir, en su 

artículo 2, el concepto de pesca y acuicultura; y pescador profesional solo sería quien practica la 

pesca con fines comerciales, se puede cuestionar la obligación impuesta a la acuicultura por 

decreto donde la ley calla, de la punto de vista de su legalidad. Así los acuicultores familiares 

están sujetos a un conjunto de cuatro microsistemas regulatorios superpuestos: agricultura 

familiar, pesca, medio ambiente y agua. Cada uno de estos sistemas juega un papel importante en 

las respectivas regulaciones sociales, ambientales y económicas que no pueden ser ignoradas. Sin 

embargo, la superposición de microsistemas genera zonas de intersección que terminan por 

cargar demasiado al pequeño productor, incluso frente a la flexibilización, como en el 

licenciamiento ambiental simplificado. Esto, sin tener en cuenta el 20% de los pequeños 

agricultores anteriormente marginados por no tener acceso a una tenencia de la tierra “justa”. E 

incluso entre el aproximadamente 80% que ha regularizado la forma territorial, no pasan 

fácilmente por el sistema legal. 

 



En la comunidad donde se originó la investigación participante, no hubo conflictos 

relacionados con la tenencia de la tierra. Sin embargo, este factor no se verificó como garantía de 

seguridad jurídica: ninguna de las empresas familiares de acuicultura ornamental que 

participaron en la investigación se declaró formalizada. Este resultado, en cierto modo, ya se 

esperaba. En una encuesta anterior, también en Zona da Mata Mineira, Cardoso (2011) entrevistó 

a 80 productores de peces ornamentales e informó que solo el 8,75% tenía licencia ambiental 

para la empresa. Esta realidad refleja la identificada por otras investigaciones en diferentes 

regiones de Brasil. Dotti, Valejo y Russo (2012) señalaron el alto grado de informalidad entre los 

acuicultores familiares en la región de Grande Dourados, en el estado de Mato Grosso, y 

Mazzoto et alii (2015) identificaron el mismo escenario en el municipio de Gaspar, en el Estado 

de Santa Catarina.  

 

La marginación que brinda la falta de licencias genera otros problemas para los pequeños 

productores acuícolas, que implican su exclusión del mercado formal. Esto se debe a que para 

que los productores puedan llevar el pescado a las regiones de compra, es necesario emitir la 

Guía de Transporte de Animales (GTA), acompañada de la documentación fiscal del producto. 

Sin embargo, estos documentos sólo son accesibles para productores legalizados. Si los 

productores son abordados por inspectores sin documentación, están sujetos a multas y se les 

embargan a sus animales. Para emitir el GTA, el productor debe estar registrado en la Agencia 

Ejecutora de Sanidad Agropecuaria (OESA), que puede variar según el Estado, en el caso del 

Estado de Minas Gerais con el Instituto Mineiro de Agropecuária (IMA), lo que implica en otra 

capa burocrática para el pequeño productor de la Zona da Mata Mineira. Los informes recogidos 

durante el proyecto de ampliación en la Zona da Mata Mineira revelan que, en general, la falta de 

información y el desconocimiento de la normativa que regula la actividad son barreras para que 

este proceso se lleve a cabo. Un problema que no enfrentan los productores con mayor poder 

adquisitivo y disposición de capital cultural. Y parece que esta no es una característica aislada de 

la región minera. Según el informe de Dotti, Valejo y Russo (2011), el 75% de los pequeños 

acuicultores entrevistados en la región de Grande Dourados, en Mato Grosso do Sul, declararon 

que la falta de información era la principal dificultad para formalizar la empresa. 

 



El resultado de este proceso en la comunidad participante de la investigación es el 

direccionamiento de la producción local hacia los mercados informales, con la intensa acción de 

los intermediarios. Todos los productores que participan en la recolección de datos declararon 

comercializar su producción a través de intermediarios. Otro estado de cosas que tampoco 

sorprende, ya que una investigación previa, también en la Zona da Mata Mineira (CARDOSO et 

alii 2018) había obtenido de casi todos los productores entrevistados una respuesta afirmativa 

sobre la dependencia de intermediarios para el flujo de producción. La posición de poder que 

estos agentes asumen frente a los pequeños productores, se ven obligados a aceptar las 

condiciones desventajosas que imponen los intermediarios. La situación de informalidad en la 

que se encuentran los participantes del proyecto revela un fuerte indicio de que los instrumentos 

regulatorios han servido más de barrera acceso al mercado que como garantía de equidad, libre 

competencia y desarrollo sustentable para los productores acuícolas familiares, 

 
 

Impactos de los requisitos formales para la comercialización de pescados ornamentales 
 

El principal efecto de la falta de licencia ambiental para los pequeños productores en la 

comunidad estudiada es la imposibilidad de vender su producción en el mercado formal. Por 

tanto, las familias dependen de la acción de los intermediarios.  

 

De las doce familias que participan en el proyecto de ampliación, todas venden su 

producción sin emitir factura ni expedir guía de transporte de los animales. Esto, a pesar de la 

importante producción de pescado. Todos los productores de la comunidad dependen de las 

acciones de los intermediarios, lo que deprecia el valor de sus mercancías. Esta característica 

constituye una imperfección en el mercado, ya que como resultado, los montos pagados a los 

productores son forzados a la baja, mientras que el valor del pescado para el consumidor final es 

forzado al alza (Araújo et all, 2018). En la investigación se identificó que los animales 

producidos por la comunidad se vendían a los consumidores finales a precios de quince a veinte 

veces más altos que los que se pagaban a los productores. En algunos casos, esta diferencia fue 

cuarenta veces mayor.  

 



Desde una perspectiva de mercado, este desempeño demuestra la devaluación de la 

producción campesina, favoreciendo la acumulación de otros eslabones en la cadena productiva. 

Además de la menor remuneración a los productores, el desempeño de los intermediarios se 

refleja en plazos de pago extendidos por la producción, que suele ser un promedio de ciento 

veinte días. Sin embargo, en épocas de menor demanda de peces ornamentales en el mercado, el 

plazo de pago llega a los ciento ochenta días. El impago es un riesgo que corren los productores 

al vender su producción en mercados informales. El papel de los intermediarios, al final, implica 

una mayor concentración de ingresos en estos agentes en detrimento de los productores de peces 

ornamentales, afectando también la disponibilidad de capital para ellos. El resultado es la 

reproducción del cuadro de desigualdad social y dependencia económica y social de los 

pequeños acuicultores y en relación a los intermediarios. Esta configuración también puede 

afectar la capacidad de inversión y el entorno de innovación empresarial, perjudicando la 

economía local en su conjunto. 

 

La solución para evitar la acción de los intermediarios es la venta directa de la 

producción de los agricultores familiares a las tiendas, que revenden a los consumidores finales. 

Solución inviable por no formalización de la producción. La actuación de los intermediarios se 

da en este vacío, a través de una práctica que en el derecho internacional para la protección de la 

vida animal se denomina “lavado de vida silvestre” (Lyons & Natusch, 2011). Esta práctica, 

análoga al lavado de capitales, consiste en crear un registro de origen ficticio de un ejemplar 

obtenido ilegalmente con el fin de colocarlo en el mercado legal. Los intermediarios logran 

“calentar” la producción de los pequeños productores porque ellos mismos están registrados 

como productores de peces ornamentales ante los organismos reguladores. Algunos 

intermediarios tienen piscifactorías activas, incluida la producción de peces ornamentales, pero 

hay intermediarios que no producen nada, a pesar de tener el registro, obteniendo sus ganancias 

únicamente de la explotación de la mano de obra de los pequeños agricultores. Al final, la labor 

de los intermediarios dentro del ordenamiento productivo de los peces ornamentales es legalizar 

un producto elaborado fuera del sistema regulatorio. El valor que agregan los intermediarios a la 

cadena de producción es simplemente el acceso de los pequeños productores al sistema legal, 

que debe ser garantizado por ley por el Estado brasileño.   

 



En este caso, se puede inferir que los requisitos para la formalización de empresas, 

además de no obstaculizar los impactos productivos y ambientales, resultan efectivamente en la 

subordinación de los pequeños productores a los intermediarios. La forma en que el Estado 

maneja efectivamente la formalización de los sistemas de producción de peces ornamentales 

perjudica a los grupos más pobres y beneficia a los sectores dominantes del medio rural, pero sin 

tener ningún control sobre los impactos de la producción en el medio ambiente. Guiado por la 

perspectiva punitiva y represiva, el Estado está presente en la vida de la comunidad escuchada a 

través del ejercicio del poder de la policía ambiental. A pesar de que la informalidad de los 

pequeños productores no es una consecuencia prioritaria de sus elecciones, sino la falta de 

acceso al capital cultural necesario para la operación del sistema legal, la regulación ambiental 

rara vez se percibe en la comunidad a través de sanciones positivas. En lugar de brindar apoyo 

técnico, legal e informativo para transformar la realidad y promover el desarrollo local (como así 

determina el artículo 3° de la Constitución Federal de Brasil, el Estado, que se presenta 

exclusivamente a través de la fiscalización, refuerza la posición del grupo social históricamente 

excluido en el medio rural.  

 
La experiencia de la comunidad de acuicultura productora de pescados ornamentales en el 
zona Da Mata Mineira -  la inspiración para un concepto de regulación legal inclusiva 
 

La vigencia de un orden jurídico está relacionada con su efectividad. Un estándar solo 

existe si es válido y efectivo (KELSEN, 2009). El derecho vigente en una sociedad determinada 

no puede inferirse únicamente de la interpretación apócrifa del derecho positivo, sino de la 

observación de la aplicación del derecho por parte de la autoridad competente. El orden jurídico 

es producto de la tensión constante entre la normatividad (debería-ser) y la facticidad (ser) del 

sistema jurídico. En el caso de la comunidad piscícola de la Zona da Mata Mineira que participa 

en el proyecto de extensión promovido por el GEAF, se observa que la orden jurídica 

experimentada por las doce familias que lo integran se desvía del ideal positivado, por un lado, 

por el microsistema económico constitucional y, por otro, por el microsistema constitucional 

ambiental, ambas en la Constitución brasileña. Cabe preguntarse: ¿qué se puede aprender de la 

experiencia de extensión para el mejoramiento de la capacidad regulatoria estatal, considerando 

una perspectiva incluyente y no excluible? 

 



La actividad reguladora del estado es fundamental en la etapa actual del capitalismo. Esto 

se debe a que el aumento de la capacidad tecnológica de la humanidad ha permitido que grupos, 

estados o mismo individuos actúen de tal manera que produzcan un daño irreparable a los bienes 

públicos universales. La responsabilidad que surge de esta capacidad inspira el principio del 

deber de precaución (Jonas, 2006) otorga a la ley un grado de eticidad en la denominada 

sociedad del riesgo (Beck, 2018) que subyace a este deber regulatorio. A favor de la acción 

estatal identificada en el caso de la comunidad acuícola de la Zona da Mata Mineira, podría 

invocarse el argumento de que el Estado brasileño tiene el deber de garantizar la protección del 

mercado y el medio ambiente como bienes públicos (arts. 170 y 225, respectivamente, de la 

Constitución federal brasileña). Este celo debe darse, por tanto, dentro de una supuesta 

neutralidad estatal (Carneiro, 2015), traducida por el ordenamiento jurídico como los principios 

de impersonalidad e imparcialidad de la gestión pública (Vieira, 2011). De esta forma, actuar por 

parte de la administración para no multar a los pequeños productores o promover su legalización 

a través de acciones de asistencia técnica, podría, en principio, ser visto como un favorecimiento 

ilegal de los piscicultores de esa comunidad, en detrimento de otros productores que no tendrían 

la misma atención. La mejor acción de los agentes estatales, por tanto, sería insistir en los avisos, 

aumentar las multas, incautar la mercadería, hasta que esas personas se den por vencidas en el 

mercado y dejen de causar hipotéticos daños ambientales. ¿Se esperaría normativamente del 

Estado brasileño este tipo de acción reguladora excluyente? ¿Impedir, en nombre de la 

regulación ambiental, que la comunidad productora en cuestión acceda de manera equitativa al 

mercado de peces ornamentales, es exactamente una acción neutral del Estado brasileño? 

 

El problema de invocar la neutralidad estatal para justificar el estado de cosas relacionado 

con el caso en cuestión implica comprender: qué tipo de neutralidad se espera del Estado en una 

situación como esta. Zellentin (2009) señala que el concepto de neutralidad no es unívoco. Por el 

contrario, entre los defensores de la neutralidad como valor inherente al orden estatal 

democrático, hay tres posiciones distintas sobre la neutralidad: neutralidad de impacto, 

neutralidad como igualdad de oportunidades y neutralidad justificable. En común, las tres 

posiciones entienden la neutralidad como una situación en la que dos partes están en conflicto y 

un tercero cumple dos condiciones: a) no es parte del conflicto; b) su acción tiene la capacidad 

de influir en el conflicto. Así, una situación donde se espera neutralidad conduce a una acción 



compuesta por dos elementos: a) lo que el autor llama “manos libres”, o quitarse las manos, 

dejando que la situación ocurra sin interferencias; b) asegurar la igualdad de trato para las partes 

involucradas, evitando beneficiar a una u otra parte. Lo que diferencia a las tres posiciones 

respecto a la neutralidad es la respuesta que dan a esta situación, por tanto. Entre los defensores 

de la neutralidad del impacto, el argumento es que la neutralidad se logra cuando se previene o 

ayuda en la misma medida a las partes en conflicto.  

 

Las limitaciones de la posición anteriormente planteada, según Zellentin, radican en dos 

incertidumbres inevitables: casi siempre es imposible estar seguro de cómo una acción acaba 

influyendo en la situación de sus destinatarios; y que, en una sociedad pluralista, la definición de 

la base sobre la que se debe igualar el impacto es siempre una cuestión abierta. Sobre esta 

segunda indeterminación se construye la posición que defiende la neutralidad como igualdad de 

oportunidades, cuyo principal referente es John Rawls (2018). Tres limitaciones de esta posición 

son a) la dificultad de definir qué oportunidades deben garantizarse por igual; b) definir qué 

injusticia se considera moralmente arbitraria y cuál no; yc) enfrentarse a alegatos que defienden 

que el Estado obstaculiza y desalienta formas de vida más sencillas, bajo pena de garantizar un 

beneficio indebido a sus adherentes.  

 

El autor denomina a estas dos posiciones neutralidades orientadas a resultados, que 

chocan con la neutralidad de la justificación en la medida en que esta última no busca 

precisamente una justicia de los resultados, sino una justicia procesal. Justificar la neutralidad 

pasa al proceso de formación de la voluntad estatal y considera tres elementos: a) la 

inevitabilidad o no de un inconveniente causado por una acción estatal; b) si un grupo de 

ciudadanos se verá significativamente más afectado por el inconveniente que otros; c) la 

oportunidad para que los inconvenientes se manifiesten antes de que se implemente la acción y 

para proponer alternativas. A pesar de mostrar simpatía por esta última posición, Zellentin cree 

que, por sí sola, no es suficiente para garantizar un acceso equitativo a las acciones estatales, ya 

que, sin embargo, las razones están debidamente justificadas, no hay garantía de que la 

implementación de las políticas sea equitativa. La solución, para el autor, sería el equilibrio de 

los tres “tipos” de neutralidad frente a la situación concreta. 

 



La situación de la comunidad piscícola en la Zona da Mata Mineira invoca una profunda 

reflexión sobre el papel de la regulación estatal y sus impactos en la sociedad. El quid de la 

cuestión radica en un aparente conflicto entre la regulación económica, basada en el artículo 170 

de la Constitución brasileña, y la regulación ambiental, en el artículo 225. Por un lado, entre los 

principios que rigen el orden económico están la función de la propiedad, la protección del 

medio ambiente, la reducción de las desigualdades y el tratamiento diferenciado de las pequeñas 

empresas; por otro, el deber difuso de cuidado del medio ambiente (que obliga al Estado, pero 

también a la comunidad piscícola), la obligatoriedad de las políticas ambientales y la aplicación 

de sus instrumentos (como el licenciamiento ambiental). Entre estos dos extremos, el artículo 

186 atraviesa el tema, imponiendo la función social de la propiedad rural, caracterizada, entre 

otros elementos, por el uso racional y adecuado de los recursos y por la explotación que brinda 

bienestar a propietarios y trabajadores, que incluye interpretaciones a favor y en contra de la 

situación de la comunidad piscícola. El problema es definir, por lo tanto, cuál es la acción 

legítima de la regulación estatal en el caso específico, considerando que la aplicación ipsi litteris 

de la legislación ambiental está implicando el acceso inequitativo de la comunidad acuícola de la 

Zona da Mata Mineira al mercado. 

 

El caso revela una paradoja local (Pérez, 2005) entre la constitución económica y la 

constitución ambiental, cuya solución más simple, la que ha sido adoptada por el ente regulador, 

abandonando el derecho económico a favor del derecho ambiental, no ha demostrado ser la 

mejor solución. La insuficiencia de esta solución se evidencia por dos razones. Primero, porque 

ante un conflicto de principios, no parece lícito negar simplemente la validez a un microsistema 

constitucional en detrimento de otro. En segundo lugar, porque esta decisión ni siquiera garantiza 

la efectividad de la legislación que busca reservar. La aplicación de la ley ambiental en el caso, 

no está impidiendo la producción de peces ornamentales, sino simplemente haciendo que la 

comunidad se esconda. En esta condición, no hay garantías de que la producción realmente se 

lleve a cabo dentro de parámetros seguros para el medio ambiente (garantía de la sociedad y 

comunidad en cuestión). Esta precariedad no solo está impidiendo que la función social de la 

propiedad rural se vea afectada en la materia, sino que también está generando un desequilibrio 

de mercado, al reducir el valor del producto vendido por la comunidad. Finalmente, este 

desequilibrio es también fuente de valor para el trabajo de los intermediarios, que sólo aportan 



valor agregado al producto dotando a la comunidad de algo que, por derecho, debe ser provisto 

por el Estado: la legalidad. Al final, la aplicación de la ley ambiental está garantizando 

efectivamente la ineficacia tanto de la constitución económica como de la propia constitución 

ambiental.  

 

Pensando en términos de la neutralidad estatal como un supuesto de regulación legítima, 

un examen de las tres posiciones de neutralidad, como lo señala Zellentin (2009) muestra que, 

más que una regulación equitativa, el trato que el Estado brasileño da a esa comunidad está lejos 

de serlo. Pero no todo es desesperanza. Por un lado, los resultados entregados por el Estado al 

grupo en cuestión no son equitativos en cuanto a los impactos (la dificultad de acceso a la 

formalización por parte de la pequeña comunidad acuícola genera, en términos de impacto, una 

ventaja económica para los intermediarios, quienes por el contrario, se refleja en una desventaja 

ilegítima para el consumidor final). Por otro lado, la ecuanimidad en relación a las oportunidades 

tampoco es efectiva en relación a la comunidad, tanto en términos de acceso al mercado como de 

regularización con la agencia ambiental. Esto se debe a una situación histórica de marginación y 

exclusión en relación al capital cultural, que hace que la comunidad ingrese al mercado de peces 

ornamentales ya en una desventaja inicial. Finalmente, el impacto de la acción regulatoria, 

especialmente en la fiscalización de las agencias ambientales, desmantela la neutralidad 

justificable, ya que toda acción del Estado es únicamente punitiva, pero nunca promocional. Sin 

embargo, el caso de la comunidad piscícola en la Zona da Mata Mineira revela una oportunidad 

interesante para el uso creativo de paradojas legales (Luhmann, 1988). 

 

La clave para comprender la insuficiencia de la acción estatal en el caso implica dos 

distinciones fundamentales para delinear qué neutralidad se espera de la regulación estatal, según 

el caso en cuestión. El primero, el realizado por Kelsen (2009) entre validez y efectividad del 

estándar. El segundo, la distinción entre lo legal y los conceptos de bien, destacado por Zellentin 

(2009). A partir de estas dos distinciones, es posible establecer, como lo hace Rehbinder (1981), 

tres líneas epistemológicas para entender el caso en cuestión: la de la idealidad de la regulación, 

la de la normatividad de la regulación y la de su facticidad. Desde un punto de vista normativo, 

los órdenes ambientales y económicos en conflicto indican que el Estado no debe, ejerciendo uno 

de ellos, hacer inviable el otro. Desde el punto de vista de la facticidad, el ejercicio del poder está 



contribuyendo, de hecho, a la ineficacia de ambos órdenes. Idealmente, se podría argumentar que 

este no es un problema legal, sino político o moral. Sin embargo, la constitución brasileña se 

caracteriza por la positivización de ciertos valores y políticas, especialmente previstas en el 

artículo 3, bajo el concepto de "objetivos fundamentales de la República", que regulan un 

determinado concepto de sociedad justa (particularmente aplicado a la caso son la constitución 

de una sociedad libre, justa y solidaria y la erradicación de la pobreza y la marginación, y la 

reducción de las desigualdades sociales y regionales).  

La regulación inclusiva debe tener en cuenta tanto el impacto de la acción reguladora 

como la igualdad de oportunidades y el trato equitativo de aquellos sujetos a su jurisdicción. Por 

tanto, es fundamental que los órganos reguladores - en el caso de la comunidad en cuestión, los 

órganos ambientales - estén abiertos a la reflexividad en relación a sus acciones ya la innovación 

democrática. Tres cambios en el comportamiento del Estado, en relación con las pequeñas 

comunidades agrícolas, como la comunidad acuícola en la Zona da Mata Mineira de este estudio, 

tendrían, por tanto, el potencial de transformar las relaciones locales: en relación con la 

neutralidad de impacto, la adopción de un paradigma mediador, bajo la noción de foros de 

puertas múltiple (Sander, 1976). El concepto fue inicialmente diseñado para el poder judicial, 

nada impide todavía que la administración pública, basada en disposiciones constitucionales que 

autorizan el trato diferenciado a los pequeños productores, así como el carácter progresivo de las 

sanciones previstas en la legislación ambiental brasileña, realice esfuerzos para prever la 

regularización de los pequeños productores.  

 

En este sentido, la postura punitiva de la agencia puede ser reemplazada por una postura 

mediadora, donde las multas se reemplazan por advertencias y se escucha a la comunidad para 

que la agencia pueda entender las razones de la informalidad y promover acciones de 

regularización. Considerando la equidad de oportunidades, el concepto de alfabetización jurídica 

(Boyd White, 1982; Zariski, 2014) puede aplicarse bien al caso. Originario del mundo 

anglófono, el término indica, de manera simplificada, la capacidad de comprender y aplicar la 

ley (Ax-Fultz, 2015). Las experiencias en India (Upadhyay, 2005; Pandey & Shukkur, 2017) y 

Bangladesh (Hasan, 1994; Harrold, 2007) han demostrado cómo las acciones destinadas a 

promover la alfabetización jurídica en comunidades históricamente discriminadas son 

potencialmente inclusivas, también en lo que respecta a la justicia ambiental (Cha, 2007). 



Finalmente, la materialización de la neutralidad de la justificación exige el aumento de la calidad 

democrática a través de políticas bien definidas que inviten a la participación social en los 

órganos ambientales.  

 

Recordando que, desde el informe “Nuestro futuro común” (Brundtland, 1987), existe un 

consenso internacional de que la promoción de un medio ambiente saludable y sostenible solo es 

posible con la inclusión social, económica y cultural. La participación social ha sido una norma 

internacional de política ambiental desde la Declaración de Río, promulgada en 1992 en la 

Cumbre de la Tierra y de la cual Brasil es signatario. Por tanto, es fundamental que los 

organismos reguladores ambientales estén abiertos a la participación de la sociedad civil y la 

comunidad local. Está más que establecido tanto en la literatura como en los documentos legales 

internacionales que la instrumentación técnica de las comunidades locales es la mejor política de 

preservación ambiental, ya que genera ingresos, inclusión, al mismo tiempo que sensibiliza y 

empodera a los más interesados en la preservación ambiental: aquellos a quienes dependen del 

medio ambiente en el que viven para su sustento. Un marco en el que los agricultores familiares 

a los que se dirige este trabajo encajan perfectamente. 

 

Consideraciones finales 

En este estudio se presentó el caso de una comunidad piscícola en la Zona da Mata 

Mineira. La comunidad, cuyo anonimato se conserva a pedido de los participantes, está 

conformada por doce familias cuya supervivencia depende de la acuicultura familiar. La 

recolección de datos se llevó a cabo durante la ejecución del proyecto de extensión del Grupo de 

Estudio de Agricultura Familiar (GAEF), de la Universidade Federal de Minas Gerais. Durante 

el proyecto de extensión, buscamos identificar las dificultades que la comunidad enfrentaba  en 

su actividad productiva. En medio de las reuniones promovidas entre la comunidad y el grupo de 

extensión, se destacó la dificultad en materia de regulación ambiental.  

 

En el caso de los pequeños acuicultores comunitarios, la regulación consiste en una 

superposición de microsistemas legales: pesca, agua, agricultura familiar y ambiental. El trámite 

en busca de legalización en sí no es muy complejo, considerando que, en el caso de las licencias 

ambientales, los pequeños agricultores tienen la posibilidad de cumplir con un rito simplificado o 



incluso ser liberados de ella. El problema en el caso estudiado es que la falta de alfabetización 

jurídica, asociada a las dificultades relacionadas con el acceso a internet y al dominio del 

lenguaje digital, dificulta la obtención de las licencias, subvenciones o inscripciones necesarias 

en los registros. El resultado es que ninguna de las doce familias que participaron en el proyecto 

tiene su producción debidamente legalizada. Marginadas del mercado legal, las familias quedan a 

merced de intermediarios, comerciantes (algunos también productores) de peces ornamentales 

que se integran en la cadena productiva al proveer el “lavado” de los ejemplares. La posición 

privilegiada de estos agentes los coloca en ventaja tanto en relación con los productores como 

con los consumidores finales.  

 

Desde una perspectiva dogmática, se identificó un conflicto entre los órdenes económico 

y ambiental, en el caso reportado. Por un lado, el deber de cuidado en relación con el medio 

ambiente impone a las autoridades públicas la obligación de ser cuidadosos en relación con la 

normativa ambiental, lo que incluye el deber de inspeccionar. Por otro lado, el producto de esta 

inspección ha sido únicamente la marginación de la comunidad, perteneciente al grupo de 

agricultores familiares, una población históricamente atravesada por una serie de opresiones 

interseccionales. Ni siquiera las leyes ambientales, en definitiva, están protegidas contra la 

aplicación denunciada, ya que la falta de formalización de ninguna manera significó la exclusión 

de estos pequeños agricultores del mercado, sino solo su participación en condiciones 

extremadamente desfavorables, y sin garantía de que el la producción se lleva a cabo dentro de 

los estándares de seguridad ambiental. Una garantía que, según el concepto constitucional de la 

función social de la propiedad rural, pertenece tanto a la sociedad como a los propios 

productores.  

 

Pensando en términos de neutralidad de la regulación legal, se concluyó que la acción 

estatal, definida como una regulación excluyente, no alcanza el supuesto ideal de neutralidad 

regulatoria, ya que, al no adaptarse al caso de los pequeños acuicultores de la Zona da Mata 

Mineira, produce resultados injustificadamente desventajosos, no brinda igualdad de 

oportunidades y otorga un trato diferente a sus miembros, sin una razón justificable. Buscando 

aprehender de la experiencia insights que permitan a la innovación institucional para superarse 

tales problemas, se propone el concepto de regulación inclusiva, que busca, adecuar la acción de 



los agentes reguladores estatales a tres "dimensiones" de neutralidad: a) la neutralidad de los 

resultados a través de la reflexión y la adopción de posiciones mediadoras por parte del 

organismo regulador; b) la neutralidad de la igualdad de oportunidades a través del 

asesoramiento técnico y la promoción de la alfabetización jurídica; y c) mediante el incremento 

de los mecanismos de participación, y aproximación entre los órganos de fiscalización y los 

ciudadanos inspeccionados, buscando implementar soluciones creativas e inclusivas con miras a 

la formalización de las comunidades locales. 

 

Algunas cuestiones reportadas por la comunidad permanecen abiertas en la investigación, 

como la inadecuación de la legislación aplicada a la acuicultura ornamental - basada en la 

acuicultura de engorde, que es potencialmente más contaminante; la percepción de que los 

órganos de control son más rígidos con la comunidad que con los intermediarios; y la dificultad 

técnica encontrada para apelar multas y otras medidas. Así como otras cuestiones, descubiertas 

de manera incidental durante la fase de investigación documental, como una aparente ilegalidad 

en el requisito de inscripción de los acuicultores en el Registro General de Pesca. Se decidió 

dejar de lado o no profundizar en estos temas en aras del recorte y alcance, pero siguen siendo 

temas que merecen un mayor estudio. Finalmente, la observación de conflictos entre la 

comunidad acuícola de la Zona da Mata Mineira y los organismos reguladores puede brindar un 

apoyo importante al Derecho  y a Política cuando se enfrenta otros temas, como el conflicto entre 

Estado y las comunidades mineras del interior de Bahía o  con los invasores de tierras en la 

Amazonía. Asegurar el uso sostenible de los recursos naturales y reinventar la relación humana 

con la tierra es el mayor objetivo del siglo XXI. Este desafío, sin embargo, no puede llevarse a 

cabo mientras viejas fórmulas de criminalización, exclusión y reproducción de desigualdades 

injustificadas sean el camino elegido por la sociedad. 
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